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1. Soldados bolivianos habrían entrado ilegalmente en la Argentina
Un grupo de soldados bolivianos habría ingresado ilegalmente al país y habría robado 
bienes  valuados  en  200  mil  pesos  en  una  empresa  forestal  salteña.  El  hecho  fue 
denunciado  por  la  misma  compañía  ante  la  Justicia  y  fue  calificado  por  el  gobierno 
argentino como “inaceptable e inadmisible”. El canciller Héctor Timerman sostuvo que en 
las fronteras “hay mucha crispación por parte de los pobladores que, a veces, no refleja el  
grado de amistad que hay entre los países”. Ayer por la tarde el gobierno de Evo Morales  
separó al teniente coronel responsable del hecho.
Según la denuncia, un grupo de cincuenta militares del ejército boliviano ingresó de forma 
ilegal  al  predio  de  la  empresa  Volcán  S.A.  en  el  área  selvática  El  Polvaderal,  en  la  
localidad salteña de Junta de San Antonio. Los uniformados, que respondían al jefe de 
Frontera del ejército boliviano con asiento en Bermejo, el teniente coronel Willy Gareca, 
destruyeron  cuatro  kilómetros  de  alambrado  de  la  finca  forestal,  irrumpieron  en  las 
instalaciones de la empresa y se llevaron un acoplado cargado con postes, un tractor y 
otros bienes por un valor de 50 mil dólares.
Timerman advirtió que la acción emprendida  “es inaceptable porque un coronel boliviano 
no puede entrar en territorio argentino y menos golpear personas”. Agregó que “estamos 
esperando que ellos tomen la iniciativa, no es que yo no haga una protesta formal sino  
que estoy dándole tiempo al gobierno boliviano para que tome las medidas” del caso.
Por su parte, la embajadora boliviana en Buenos Aires rechazó de plano la existencia de 
“un problema fronterizo entre Bolivia y la Argentina” y destacó que “tenemos una relación 
tradicionalmente muy buena y lo  último que vamos a dejar  es que se empañe”.  (Ver  
Página 12, sección El País, 07/11/2010)



Días después del  incidente,  el  coronel  boliviano  acusado  de violar  la  frontera  con la  
Argentina, Willy Gareca, rechazó las denuncias en su contra e incluso responsabilizó a los 
gendarmes argentinos por el conflicto limítrofe. Gareca aseguró que son los uniformados 
argentinos los que “violan la ley”. Sin embargo, reconoció que militares de la unidad de 
frontera  que  él  comandaba  “decomisaron”  un  tractor  del  empresario  argentino  Sergio 
Mazzone, quien denunció a las tropas bolivianas por irrumpir  en su finca,  ubicada en 
Orán. 
El comandante habló por primera vez tras la decisión del gobierno de Evo Morales de 
removerlo de sus funciones. (Ver Página 12, sección El País, 09/11/2010)
Si bien el gobierno boliviano está preocupado y se esmera en aclarar que “no se planteó 
un conflicto de límites”, y reconoce cierto abuso de autoridad de parte del coronel Willy 
Gareca,  en  Bermejo  (Bolivia),  la  gente  está  convencida  que  los  “ladrones  son  los 
argentinos”. Según declaraciones de habitantes de la ciudad, “las tierras son de Bolivia, y  
los  gendarmes  argentinos  se  encargan  de  correr  todos  los  años  los  mojones  ”.
Mientras tanto, en Bermejo trabaja una comisión unilateral que ayer recorrió la zona del 
conflicto, hablando con los productores azucareros y explicando que no existen problemas 
con los argentinos; que el cauce del río no demarca el límite entre los dos países y que 
para ese fin se colocaron hitos con GPS, los que son inspeccionados por gente de ambas  
naciones para controlar que todo esté en orden. (Ver Clarín, sección Política, 11/11/2010)
Tras los hechos, una comisión de la cancillería de Bolivia halló indicios de incursión ilegal  
de argentinos en la frontera sur del país y proseguirá in situ la verificación de los hitos 26 
y 27 del departamento de Tarija.
La comisión enviada desde La Paz ante una queja de la cancillería argentina encontró el  
miércoles un tractor argentino en territorio boliviano, y recibió denuncias según las cuales 
ciudadanos  bolivianos  destruyeron  un  cerco  de  alambre  de  una  propiedad  agrícola-
forestal en el lado argentino. 
Bolivia anticipó además que pedirá a su Ministerio de Defensa un incremento de militares 
en la zona de Bermejo para tareas de patrullaje en la frontera con Argentina. (Ver Clarín,  
sección Política, 12/11/2010)

2. El rol de la religión en la guerra sucia
Entre 1979 y 1980 el Ejército negó el ascenso o pasó a retiro a treinta y tres oficiales. 
Todos  fueron  acusados  por  sus  respectivas  juntas  de  calificaciones  de  perjudicar  la 
cohesión espiritual de los cuadros, por no compartir “la filosofía y el sentir institucional del 
Ejército, lo que ha lesionado decididamente su prestigio y concepto ambiente”. La historia 
del grupo se remontaba a 1969.
La  Inteligencia  del  Ejército  los  detectó  en  1971  luego del  arresto  de  dos camaradas 
encuadrados en Montoneros, quienes identificaron a sus contactos dentro de la fuerza. En 
los meses previos al golpe de 1976 fueron sometidos a un proceso informal de autocrítica 
y reeducación y se les permitió continuar en actividad, con el compromiso de participar sin 
reticencias en la represión. Algunos fueron protegidos por miembros de la cúpula militar 
que los conocían por razones institucionales o familiares.
Una década después, el pase a retiro obligatorio los enfrentó con su propia historia.
Al pedir la reconsideración de la medida más de dos tercios invocaron sus convicciones 
católicas como principal argumento en su favor. La constante es el agradecimiento a la 
formación católica por haber podido aplicar los métodos dispuestos por el Ejército para la 
denominada guerra contra la subversión. (Ver Página 12, sección El País, 07/11/2010)

3. Solicitan que se le pague a Bignone como ex presidente



La jueza federal de primera instancia de la Seguridad Social, Alicia Braghini, ordenó a la 
Anses que le pague la jubilación como ex presidente a Reynaldo Benito Antonio Bignone, 
el último dictador argentino. 
Hace ya un tiempo, dos fiscales denunciaron que no correspondía que Bignone cobrara  
15 mil  pesos ya que no fue presidente elegido democráticamente, sino de facto. Y el  
régimen de esas pensiones constituía un reconocimiento, algo incompatible con quien 
llegó a la Casa Rosada a la cabeza de una dictadura y, además, terminó condenado en  
abril de 2010 a 25 años de prisión por privación ilegal de la libertad y torturas cometidas  
en Campo de Mayo.
El 13 de septiembre, la jueza Braghini dispuso que “se intime nuevamente y por última 
vez a la Anses para que por quien corresponda, en el plazo de diez días cumpla con la  
medida  cautelar  decretada  y  restablezca  el  pago  de  la  prestación  al  acto,  Bignone, 
Reynaldo Benito Antonio”.
En 2009 el Congreso sancionó la Ley 26.475 que les quita los beneficios “a todos los 
funcionarios  del  llamado Proceso de Reorganización  Nacional,  comprendido entre  los 
años  1976  y  1983,  declarándose  extinguidos  los  beneficios  dispuestos  en 
reconocimientos por los cargos o funciones ejercidos”. 
Lo asombroso es que Bignone cobraría su jubilación de privilegio después de haber sido  
condenado  a  25  años  de  prisión  por  44  secuestros,  38  casos  de  tormentos,  11 
allanamientos ilegales y seis robos. El fallo de la Cámara Federal de San Martín, que dictó 
la  condena  en  abril,  dispuso  también  que  cumpla  la  condena  en  una  cárcel  común, 
revocando la prisión domiciliaria.  Además, Bignone también aparece involucrado en el 
proceso en el  que figura Luis Abelardo Patti  como principal  imputado y en el  que se 
investigan asesinatos y secuestros en la zona de Escobar, Zárate y San Nicolás. Se le  
adjudica  también  la  responsabilidad  en  el  quemado  de  los  archivos  de  las  Fuerzas 
Armadas, precisamente para borrar las pruebas de la represión. (Ver Página 12, sección 
El País, 08/11/2010)

4. Continúa el juicio por los crímenes de la ESMA
Miguel Angel Lauletta, un nuevo testigo en la causa que investiga los crímenes cometidos 
en la Escuela de Mecánica de la Armada (ESMA), se sentó el  viernes pasado en los 
Tribunales de Comodoro Py a declarar por primera vez de forma oral sobre su secuestro 
en la ESMA. Reconstruyó entre otras cosas parte del intento de secuestro que terminó 
con el asesinato de Rodolfo Walsh, y reveló que ese día estuvo presente. Poco después 
de empezar, dijo que para salvar a su mujer y su hijo dio los datos de una cita en la que  
cayeron  cinco  de  sus  compañeros.  Cuatro  de  esos  cinco  compañeros,  dijo,  están 
desaparecidos.
Lauletta  militaba  en  Montoneros  y  estaba  a  cargo,  según  contó,  del  Servicio  de 
Documentación  del  área  federal.  Veinte  días  antes  de  su  secuestro,  la  organización 
levantó la estructura por el rapto de un compañero. 
Según  las  declaraciones,  en  diciembre  del  ’76,  los  militares  tomaron  la  decisión  de 
falsificar  documentos.  Hasta  ese  momento,  usaban  los  documentos  del  Servicio  de 
Inteligencia  Naval  (SIN),  pero  eran  de  mala  calidad.  El  testigo  dijo  también  estar 
convencido de que además desde la  ESMA buscaban independizarse.  Se falsificaron 
pasaportes argentinos, DNI, pasaportes diplomáticos, uruguayos, registros de conducir, la 
credencial  del  SIN. También cédulas de automotor,  títulos de propiedad de automotor,  
registros de conducir internacional y facturas de empresas francesas radicadas en Francia 
para justificar  los gastos de lo  que fue el  Centro Piloto  en París.  Como no tenían la  
impresora,  algunas  impresiones  las  hicieron  en  el  Edificio  Libertad.  (Ver  Página  12, 
sección El País, 08/11/2010)



en una nueva jornada de declaraciones prestó su testimonio Nora Cortiñas, de Madres de 
Plaza de Mayo, línea fundadora, quien juró por los treinta mil desaparecidos decir toda la  
verdad ante  el  Tribunal  Oral  Federal  Nº  5  que juzga los  crímenes  de la  Escuela  de 
Mecánica de la Armada. 
Repasó las desatinadas respuestas de los grandes diarios a los pedidos de las Madres de 
Plaza de Mayo en los primeros meses de la dictadura, y criticó la perversa postura de la 
Iglesia argentina, a la que mencionó como “partícipe de la dictadura”. También habló del 
secuestro de su hijo, y de uno de sus muchos comienzos. (Ver Página 12, sección El  
País, 11/11/2010)
Tras la declaración testimonial del cardenal Jorge Bergoglio, las querellas en el juicio oral 
por delitos de lesa humanidad cometidos en la ESMA pidieron que se cite al ex vicevicario 
Emilio Graselli, señalado como un enlace entre el Ejército y la Iglesia durante la última 
dictadura cívico-militar.
El pedido de los abogados querellantes surgió a partir del testimonio de Nora Cortiñas, 
integrante de Madres de Plaza de Mayo Línea Fundadora, quien relató cómo Graselli, 
cuando era secretario del vicario castrense Adolfo Tortolo,  recibió “una por una” a las  
integrantes del grupo de las Madres en una oficina de la capilla Stella Maris y confeccionó  
fichas con las denuncias de las desapariciones.
Durante su declaración en el Juicio por la Verdad en La Plata en 1999, Graselli  negó 
haber sido un mediador con los jefes de la represión y dijo haber sido sólo un “receptor de 
denuncias” de las familias de las víctimas. (Ver Tiempo Argentino, 11/11/2010 y ver Página 
12, sección El País, 12/11/2010)

5. Bergoglio declarará como testigo en la causa ESMA
El  cardenal  Jorge  Bergoglio,  arzobispo  de  Buenos  Aires  y  primado  de  la  Argentina, 
declarará en la curia porteña como testigo por el secuestro de los curas jesuitas Francisco 
Jalics y Orlando Yorio. en el marco de la causa ESMA. La citación se decidió luego de que 
un  sobreviviente  del  centro  de  detención  lo  vinculara  con  el  secuestro.
El 23 de septiembre pasado, la ex detenida María Elena Funes afirmó en el juicio que los 
jesuitas fueron secuestrados luego de que Bergoglio les quitara su licencia religiosa para 
predicar en la villa del Bajo Flores. Eso ocurrió, según dijo, una semana antes de que  
fueran secuestrados, el 20 de mayo de 1976, y llevados a la ESMA, donde estuvieron seis 
meses en cautiverio. (Ver Clarín, sección Política, 08/11/2010)
Para  el  cardenal,  la  audiencia  se  desarrolló  sin  sobresaltos  y  todas  las  partes 
manifestaron su conformidad, en una declaratoria que se extendió durante más de cuatro 
horas con dos intervalos de quince minutos.
La querella sostuvo que el purpurado "mintió" y ofreció pocas precisiones al  respecto. 
Según declaró el  letrado,  "cuando alguien es reticente está mintiendo,  está ocultando 
parte de la verdad".
Bergoglio declaró al aceptar el beneficio del artículo 250 del Código Procesal Penal, que 
exime a las máximas autoridades del país, gobernadores y dignatarios de la Iglesia de 
presentarse a declarar en un tribunal.
El  testimonio  de  la  principal  figura  de  la  Iglesia  argentina,  que  en  el  momento  del  
secuestro de los sacerdotes Yorio y Jalics se desempañaba como superior de los jesuitas 
en la región, fue requerido por la ex detenida María Elena Funes.
La declaración del jefe de la Iglesia ante los jueces se mantuvo en reserva. La querella 
sostuvo que "el cardenal no pudo justificar por qué esos dos sacerdotes quedaron en una 
situación  de  desamparo  y  expuestos",  hecho  que  "demuestra  el  papel  de  la  Iglesia 
durante la última dictadura militar".



Tras el interrogatorio, Bergoglio aclaró que nunca fue a la ESMA y dijo que Jalics y Yorio 
"eran conscientes de que podían terminar en una zanja" y por eso les recomendó que 
tomaran precauciones.
Por todo ello, la querella no descarta pedir una inspección de los archivos de la Iglesia 
para cotejar la declaración del purpurado, quien dijo que toda la información que él había  
recibido en ese momento sobre la suerte de los dos sacerdotes secuestrados la había 
retransmitido a sus superiores de la  orden religiosa.  (Ver  La Nación,  sección Política,  
09/11/2010 y ver Página 12, sección El País, 09/11/2010)
Debido a las declaraciones de Bergoglio, el fiscal Félix Crous cuestionó que “un ministro  
de un culto goce de semejantes privilegios”, en referencia a la norma del código procesal  
mediante la cual el cardenal testimonió en su despacho de la Curia en el marco del juicio 
por  violaciones  a  los  Derechos  Humanos  en  la  ESMA.  Crous  sostuvo  que  “son 
jerarquizaciones simbólicas  anacrónicas para  una  república  democrática”  y  opinó  que 
“debería  derogarse”  el  artículo  250  del  Código  Procesal  Penal  que  concede  ese 
“tratamiento especial”. (Ver Tiempo Argentino, 10/11/2010)

6. Murió Massera
El ex almirante Emilio Eduardo Massera, símbolo de la represión ilegal durante la última 
dictadura militar, murió tras sufrir un "paro cardiorrespiratorio no traumático" en el Hospital 
Naval, donde estaba internado desde el 19 de abril pasado.
Tenía 85 años y había sido hospitalizado luego de sufrir  un accidente cerebrovascular 
(ACV) por el cual los peritos médicos de la Justicia lo declararon "incapaz" y se cerraron 
así las causas en su contra por su responsabilidad en los crímenes cometidos durante el  
último régimen militar (1976-1983).
Tras el golpe militar del 24 de marzo de 1976, Massera fue uno los mayores responsables 
de la desaparición, tortura y muerte de miles de personas. Estaba casado y tenía dos 
hijos, que ayer fueron los únicos familiares que acudieron al Hospital Naval. Hasta anoche 
no se conocía si la familia haría o no un velatorio ni tampoco el lugar y la hora de su  
entierro.
Junto a Jorge Rafael Videla y Orlando Ramón Agosti, Massera encabezó la junta militar 
que dio el golpe de Estado del 24 de marzo de 1976, al derrocar al gobierno de María  
Estela  Martínez  de  Perón.  Fue,  además,  el  hombre  que  comandó  la  ex  Escuela  de 
Mecánica de la Armada (ESMA), el mayor centro clandestino de detención que funcionó, 
bajo su mando, durante la dictadura militar.
Durante el juicio a las juntas militares, impulsado por el gobierno de Raúl Alfonsín tras la 
recuperación de la democracia, Massera fue condenado a reclusión perpetua, en 1985, 
por secuestros, torturas y homicidios. Sólo estuvo preso cinco años: fue indultado en 1990 
por el entonces presidente Carlos Menem.
En 2005 había quedado eximido de ser juzgado en los procesos por crímenes de lesa 
humanidad, una vez reabiertos los juicios, por el estado de incapacidad mental en el que  
se encontraba.
En el arco político hubo escasas repercusiones tras la muerte. Por su parte, la presidenta 
de la organización Abuelas de Plaza de Mayo, Estela de Carlotto, consideró "lamentable"  
que Massera muriera sin declarar sus delitos.  "Uno nunca se alegra de la muerte de 
nadie, pero es un hombre que hizo mucho daño al país". (Ver La Nación, sección Política, 
09/11/2010 y ver Página 12, sección El País, 09/11/2010)
En el más absoluto hermetismo fueron inhumados los restos del ex almirante Eduardo 
Emilio  Massera  en el  cementerio  privado Parque Memorial,  de  Pilar.  (Ver  Página 12, 
sección El País, 10/11/2010 y ver La Nación, sección Política, 10/11/2010)



7. Más represores condenados
Cuando  muere  una  persona  con  el  pasado  de  Emilio  Massera  se  reactualiza  el  
interrogante  respecto  de  la  marcha  de  los  juicios  por  los  delitos  de  lesa  humanidad 
cometidos  durante  la  dictadura.  En  2010  se  produjo  el  mayor  número  de  represores 
condenados y de acusados en juicios orales, tal como surge de una radiografía de las 
causas  por  violaciones  a  los  derechos  humanos  que  realizó  la  Unidad  Fiscal  de 
Coordinación  y  Seguimiento  de  la  Procuración  General  de  la  Nación.  Según  el 
relevamiento, 39 represores fueron condenados en lo que va de 2010 en los diez juicios 
finalizados en todo el país. El dato negativo: bajó la cantidad de represores presos por el  
notable  incremento  de  excarcelaciones  dispuestas  en  los  últimos  meses  por  varios 
tribunales.
Sin embargo, aumentó el  número de detenidos en instituciones penitenciarias y ya no 
queda ninguno en unidades militares. A fines de 2007, de los más de 260 detenidos que 
había, sólo un 17 por ciento se encontraba en unidades penitenciarias. Del resto, un 26 
por ciento estaba en unidades militares, un 20 por ciento en dependencias de fuerzas de 
seguridad (Policía Federal, policías provinciales),  un 32 por ciento estaba bajo arresto 
domiciliario  y  los  demás  se  encontraban  detenidos  en  el  extranjero,  con  pedido  de 
extradición de la Justicia argentina en curso o internados en hospitales. En la actualidad,  
los 464 detenidos se encuentran alojados del siguiente modo: 56,2 por ciento en unidades 
penitenciarias,  37,5  en  detención  domiciliaria,  4,5  en  dependencias  de  fuerzas  de 
seguridad (provinciales o nacionales) y el 1,8 restante en hospitales y en el extranjero.
Además, este año 166 acusados fueron o están siendo juzgados en juicio oral y público,  
un  461 por  ciento  más que en 2009,  lo  que implica  la  cifra  más alta  desde que los 
procesos recibieron nuevo impulso tras la anulación de las leyes de impunidad. También 
hubo 149 procesados más, que suman un total de 783. Durante 2010, sin embargo, bajó 
la  cantidad  de  imputados  en  prisión  preventiva:  de  un  70,5  por  ciento  a  un  57,21.
Las cifras indican que 2010 es uno de los años con mayores avances en los juicios por  
violaciones a los derechos humanos: en 10 meses hubo nueve condenas más que en 
todo 2009, y se prevé que superen las actuales 39. (Ver Página 12, sección El País,  
10/11/2010)

8. Acuerdo para reparar un dique en Puerto Belgrano
La reparación de un dique de puerto Belgrano dio su primer paso. El jefe del  Estado 
Mayor General de la Armada, almirante Jorge Omar Godoy, Rafael Suárez Ordoñez y 
Juana María Gaveglio, en representación de la empresa adjudicataria, UTE, firmaron un 
convenio que permitirá a la Armada recuperar capacidades, como la posibilidad de hacer  
carenado a buques de la institución de mayor porte y a buques de empresas privadas.
Dentro de tres semanas, UTE empezará la obra que tiene un plazo de ejecución de 14  
meses.  El  trabajo  es  complementario  al  cambio  de  compuerta,  la  cual  fue  botada  el 
pasado 13 de octubre en el Astillero Río Santiago.
Finalizada la reunión, el almirante Godoy manifestó que “esta obra es un desafío muy 
grande y hay mucha expectativa en torno a ella porque implica la recuperación de una 
infraestructura fundamental para la industria naval argentina”.
El 17 de mayo de 2007, se produjeron fisuras y grietas en la puerta que sella la entrada 
de agua en el  dique 2 del Arsenal Naval Puerto Belgrano, por lo que quedó fuera de 
servicio. 
Las obras a realizar consisten en construir una ataguía, una especie de contención que se 
hace  por  fuera  de  la  compuerta  para  dejar  a  seco  el  dique.  Está  conformada  por 
coferdans (son tres cilindros de 22 metros de diámetro) unidos entre sí. Dentro de cada 
coferdan hay tablestacas hincadas en el fondo de la dársena y, además, cada uno estará 
relleno con arena para darle resistencia estructural. Se generará así una pared artificial.



Una vez sellado, se achicará el dique, quedando al descubierto la zona de la avería donde 
se procederá a la reparación, que consistirá en arreglar el espacio donde se apoya la 
compuerta flotante, que será reparada por UTE, y el apoyo de la compuerta corrediza.
Es importante  destacar  que no había  antecedentes  de reparaciones similares,  en  las 
armadas de Chile, Brasil, los Estados Unidos, España e Italia, que tienen diques secos de 
similar antigüedad y tipología de diseño. (Ver El Cronista, 10/11/2010) 

9. Suman cinco homicidios a la acusación de los crímenes de El Vesubio
El fiscal federal Félix Crous sumó cinco homicidios a la acusación contra los represores 
de El Vesubio. La acusación por homicidios doblemente agravados por alevosía y por  
haber sido cometidos por dos o más personas son por los asesinatos de Ofelia Cassano,  
Generosa Fratassi, Hugo Manuel Mattion, María Luisa Martínez y Laura Isabel Feldman. 
Los cuerpos habían sido enterrados clandestinamente como NN en los cementerios de 
Avellaneda y Lomas de Zamora y todos fueron identificados por el Equipo Argentino de 
Antropología  Forense  después  del  comienzo  del  juicio  oral  e  incorporados  ahora  al 
proceso. Según el fiscal, todas las muertes se fraguaron como enfrentamientos en las 
cercanías  de  los  cementerios,  uno  de  los  modos  de  enmascarar  los  asesinatos.
El fiscal también pidió que se sume a la acusación a José Néstor Maidana por 48 casos 
de  privaciones  ilegítimas  de  la  libertad  agravadas  y  tormentos  agravados.  Maidana, 
reconocido  en  el  centro  como  El  Paraguayo,  agente  de  inteligencia  del  Servicio 
Penitenciario Federal, fue jefe de una de las guardias de El Vesubio y quedó identificado 
por testigos como integrante del centro clandestino desde el 3 de marzo de 1977. (Ver 
Página 12, sección El País, 10/11/2010)

10. Declaraciones en el juicio en Córdoba
Un ex cabo del Ejército pidió “perdón” por la muerte de un preso político, en 1976, en un 
penal de Córdoba, al declarar en el juicio que se sigue por delitos de lesa humanidad y  
que tiene como principales imputados a los represores Jorge Rafael Videla y Luciano 
Benjamín Menéndez. 
El ex cabo Miguel Angel Pérez dijo que lo que ocurrió fue un “accidente, se me escapó el  
tiro”, al aludir a la muerte del ex preso Raúl “Paco” Bauducco, quien fue asesinado de un 
tiro  en  la  cabeza  que  salió  de  la  pistola  reglamentaria  que  manipulaba  el  suboficial 
durante una requisa que se había realizado en la Unidad Penitenciaria San Martín (UP1). 
Pérez añadió que su declaración sobre el  hecho fue “manipulada” por sus superiores 
cuando le hicieron testimoniar que la muerte sucedió en un intento de arrebato del arma.  
Asimismo, pidió “perdón” por haberle “arruinado” la vida a la familia Bauducco. 
Además culpó al Ejército Argentino de arruinar su vida y la de su familia por enviarlo a la  
cárcel “que no era un destino militar, yo tenía dos meses de cabo, no tenía la experiencia  
ni la formación para ir a ese lugar”. (Ver Página 12, sección El País, 10/11/2010 y ver 
Clarín, sección Política, 10/11/2010)

11. Ex militares británicos criticaron el recorte de gastos de defensa
En Gran Bretaña, resurgió la preocupación por el poderío de la fortaleza militar apostada 
en las Islas Malvinas. Varios ex jefes de la Armada criticaron la decisión de su gobierno de 
jubilar el portaaviones HSM Ark Royal y retirar la flota de aviones Harrier ya que, en su 
opinión, convierte a las islas en “vulnerables” a un nuevo ataque argentino. 
Desde  el  gobierno  de  David  Cameron  la  respuesta  no  tardó  en  llegar,  y  en  ella  se 
descalificaron los cuestionamientos. 
Desde Seúl, el canciller Héctor Timerman se permitió recomendar a los británicos que 



dejen de discutir  sobre la  guerra y se sienten a negociar  la  resolución pacífica de la  
situación colonial en Malvinas.
El grupo de comandantes navales retirados, algunos de ellos participantes en la guerra de 
Malvinas sostuvo que “el primer ministro estuvo mal aconsejado para jubilar los Harrier y  
el HSM Ark Royal, lo que hace que tengamos que depender enteramente del avión de 
combate Tornado”. Los militares calificaron el recorte, previsto en la Revisión del Gasto en 
Defensa Estratégica, como una decisión “estratégica y financieramente perversa”, ya que 
según  ellos,  conservar  el  Tornado  en  lugar  del  Harrier  costará  siete  veces  más  en 
mantenimiento durante los diez próximos años.
El ministro de Defensa del Reino Unido, Liam Fox, defendió la decisión de su gobierno y 
aseguró que las Malvinas seguirán estando bien protegidas. “No es cierto que se vaya a 
afectar nuestra capacidad en el Atlántico Sur. Mantenemos un amplio abanico de activos 
para garantizar la defensa de las islas. Tenemos allí una mayor presencia que antes y  
podemos responder a cualquier amenaza”. 
Por su parte, el canciller argentino Héctor Timerman sostuvo que  “la única manera de 
recuperar las Malvinas, que es una obligación que tenemos todos los funcionarios de este 
gobierno,  de los anteriores y de los futuros,  es a través de negociaciones pacíficas”.  
Además pidió a Fox “que no se haga problemas porque no pensamos atacarlas”. (Ver 
Tiempo Argentino 11/11/2010; ver El Cronista, 11/11/2010; ver La Nación, sección Política, 
11/11/2010; ver Clarín, sección Política, 11/11/2010) 
Tras las críticas de los militares británicos, el gobierno pro británico de las Malvinas se 
manifestó “satisfecho” y “agradecido” por “los niveles de defensa” de las islas que viene 
dando el “gobierno de su Majestad”. (Ver Clarín, sección Política, 12/11/2010)

12. Rechazos a la necrológica del diario “La Nueva Provincia”
Dirigentes políticos kirchneristas criticaron ayer la necrológica publicada por el diario “La 
Nueva Provincia” sobre el dictador Emilio Eduardo Massera, en la que se reivindicó la 
figura del condenado ex jefe de la Armada como un hombre honorable, se le agradeció 
haber  “cortado  de  raíz  el  flagelo  subversivo”  y  se  destacó  su  “espíritu  abierto  a  la  
reconciliación”. 
El canciller Héctor Timerman lamentó que “La Nueva Provincia” continúe “justificando la 
masacre”.  El  diputado nacional Juan Carlos Dante Gullo calificó el  artículo como “una 
provocación”,  mientras  el  diputado  bonaerense  Fernando  Navarro  ironizó  sobre  una 
hipotética  respuesta  de  “los  custodios  de  la  democracia  y  la  libertad  de  prensa”,  en 
referencia a los diarios Clarín y La Nación.
Según Timerman, “La Nueva Provincia describe a Massera como la principal víctima de la 
dictadura y sigue justificando la masacre”. En 2007, como testigo en el juicio al capellán 
Christian von Wernich, el entonces cónsul ya había recordado la relación del diario de los 
Massot con los secuestradores de su padre. (Ver Página 12, sección El País, 11/11/2010)

13. Causa sobre la explosión de la Fábrica Militar en Río Tercero
Ana Gritti, viuda de uno de los siete muertos en la explosión de la fábrica Militar de Río 
Tercero de 1995, dio a sus abogados la conformidad para apelar el fallo de la Cámara 
Nacional de Casación Penal que abrió la puerta para la prescripción de la causa contra el 
ex presidente Carlos Menem.
Gritti es la única de 12 mil afectados que no aceptó una indemnización civil para seguir 
con la causa penal.
Desde la voladura de la fábrica, Gritti comenzó una cruzada judicial contra Menem y otros 
imputados por una explosión que no pudo comenzar por una incendio provocado por la 
colilla de un cigarrillo o la chispa de una batería, sino por un detonador. 



Sin  embargo,  en  15  años  de  juicio  Menem  fue  procesado,  desprocesado,  vuelto  a 
procesar  y  ahora  cerca  del  cierre  de  la  causa  por  prescripción.  Gritti  apuesta  a  que 
Casación acepte una aclaratoria por su última “incongruente decisión” . De lo contrario,  
para que la causa no se cierre por prescripción irá a la Corte Suprema, el último estadio  
de su esfuerzo para conseguir Justicia. (Ver Clarín, sección Política, 11/11/2010)
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